
1 
 

 
 
Usted podrá consultar todos los precedentes, tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 

 

TESIS 
 
 

Registro digital: 2029482 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Laboral 

Tesis: 2a./J. 56/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
PRESTACIONES DE ALIMENTACIÓN Y HABITACIÓN. DEBEN EXCLUIRSE DEL SALARIO BASE DE 
COTIZACIÓN ÚNICAMENTE CUANDO SE ENTREGUEN EN ESPECIE (ARTÍCULO 27, FRACCIÓN V, DE 
LA LEY DEL SEGURO SOCIAL). 
 
Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes discreparon al determinar si los conceptos de 
habitación y alimentación pueden excluirse del salario base de cotización en términos del artículo 
27, fracción V, de la Ley del Seguro Social sólo cuando su pago se realice en especie, o también 
cuando se haga en efectivo.  
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que para 
que las prestaciones de habitación y alimentación puedan excluirse como integrantes del salario 
base de cotización, en términos del artículo 27, fracción V, de la Ley del Seguro Social, su entrega 
debe realizarse necesariamente en especie.  
 
Justificación: Que las partes patronales excluyan los conceptos de habitación y alimentación del 
salario base de cotización es un beneficio a su favor, en virtud de las gestiones que realizaron para 
proporcionar a las personas trabajadoras inmuebles para habitar y alimentos susceptibles de 
consumir en razón de sus labores, en tanto realizan erogaciones en términos del artículo 27, fracción 
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V, de la Ley del Seguro Social. Esos conceptos se exceptúan al actualizarse relaciones contractuales 
entre las partes patronal y trabajadora para arrendar los inmuebles entregados y pagar el consumo 
de los alimentos proporcionados, dentro de un plano de coordinación con obligaciones recíprocas. 
Permitir que esas prestaciones onerosas se entreguen en efectivo desvirtuaría la naturaleza de la 
excepción, pues se trataría de dinero que, aun cuando se afirme que se utiliza para el pago de 
habitación o de alimentos, no podría comprobarse su destino. Esa imposibilidad de comprobación 
podría traducirse en una disminución en el pago de las cuotas obrero patronales y, por ende, en un 
perjuicio al derecho a la seguridad social de las personas trabajadoras, pues no se integraría en sus 
sueldos base de cotización. Asumir que las prestaciones onerosas de habitación y alimentación 
puedan realizarse en efectivo implicaría una simulación cometida por las partes patronales en 
perjuicio de las personas trabajadoras. Esto, pues los pagos no cumplen necesariamente el 
propósito de proporcionar habitación o entregar alimentos susceptibles de consumir, ni tampoco 
se pagan las partes proporcionales que corresponden a esos conceptos dentro de las cuotas obrero-
patronales, lo que impide que formen parte de sus salarios base de cotización. La determinación de 
los supuestos específicos en los que debe proceder la excepción del pago de conceptos que integran 
el salario base de cotización constituye una medida progresiva que garantiza el grado máximo del 
derecho de seguridad de las personas trabajadoras. Este criterio acompaña el compromiso 
internacional del Estado mexicano para adoptar una política de seguridad social eficiente en la que 
se verifique la responsabilidad de que las partes patronales no pongan en peligro el sistema de 
seguridad social, y se garanticen las prestaciones de las personas trabajadoras en condiciones de 
igualdad, accesibilidad y suficiencia. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Contradicción de criterios 202/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Sexto Circuito y el entonces Pleno del Vigésimo Tercer Circuito. 17 de 
abril de 2024. Mayoría de tres votos de los Ministros Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek 
y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Yasmín Esquivel Mossa. Disidente: Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Lenia Batres Guadarrama. Secretario: César Villanueva Esquivel. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El Pleno del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 1/2020, la cual dio origen 
a la tesis de jurisprudencia PC.XXIII. J/1 A (10a.), de rubro: "PRESTACIONES DE ALIMENTACIÓN Y 
HABITACIÓN. SE EXCLUYEN DEL SALARIO BASE DE COTIZACIÓN, DE CONFORMIDAD CON EL 
ARTÍCULO 27, FRACCIÓN V, DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, SÓLO CUANDO SE OTORGAN EN ESPECIE 
A LOS TRABAJADORES.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de agosto 
de 2021 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 
Libro 4, Tomo IV, agosto de 2021, página 4391, con número de registro digital: 2023410, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, al 
resolver la revisión fiscal 87/2022. 
 
Tesis de jurisprudencia 56/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de doce de junio de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de noviembre de 2024 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de 
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noviembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029512 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 2a./J. 107/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. CUANDO UN HORARIO OFICIAL DE LABORES RESTRINJA LA 
OPORTUNIDAD PARA PRESENTARLA HASTA LAS VEINTICUATRO HORAS DEL DÍA DE SU 
VENCIMIENTO, LA OFICIALÍA DE PARTES DE LA AUTORIDAD DEBE COMPENSAR LAS HORAS 
FALTANTES EL DÍA HÁBIL SIGUIENTE A PARTIR DEL INICIO DE LABORES. 
 
Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo directo en contra de un laudo y el Tribunal 
Colegiado de Circuito sobreseyó en el juicio por considerar extemporánea la demanda de amparo, 
sin que obstara que en términos de la jurisprudencia 2a./J. 108/2009, de rubro: "DEMANDA DE 
AMPARO DIRECTO. ES OPORTUNA SU PRESENTACIÓN EN LA PRIMERA HORA HÁBIL DEL DÍA 
SIGUIENTE AL DEL VENCIMIENTO DEL PLAZO, CUANDO CON MOTIVO DE UN HORARIO DE LABORES 
FIJADO EN ACUERDOS ADMINISTRATIVOS O LEYES SECUNDARIAS SE RESTRINGIERON LAS 
VEINTICUATRO HORAS.", podría considerarse oportuna su presentación en la primera hora hábil del 
día siguiente, ya que el escrito respectivo se presentó el día hábil siguiente al del vencimiento hasta 
las 10:01 de la mañana, es decir, posterior a la primera hora del día hábil siguiente (que transcurrió 
de 8:30 a 9:30 de la mañana). Contra esa determinación, la quejosa interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que cuando 
se restrinja la oportunidad para presentar la demanda de amparo directo hasta las veinticuatro 
horas del día del vencimiento, la autoridad debe compensar las horas faltantes dentro del día hábil 
siguiente a partir del inicio de labores a fin de respetar el término previsto en el artículo 21 de la Ley 
de Amparo. 
 
Justificación: El derecho de acceso a la justicia para la protección de los derechos fundamentales 
implica la posibilidad real de acceder a un mecanismo judicial efectivo para que la autoridad 
competente emita una decisión vinculante que determine si ha habido una violación a algún 
derecho humano y, en ese caso, restituir a la persona quejosa en el goce de su derecho y reparar 
integralmente las violaciones. El precepto citado dispone que la presentación de las demandas o 
promociones de término en forma impresa podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del 
horario de labores de los tribunales ante la oficialía de partes correspondiente que habrá de 
funcionar hasta las veinticuatro horas del día de su vencimiento. Si por términos judiciales han de 
entenderse los días hábiles comprendiendo las veinticuatro horas, entonces la autoridad tiene la 
obligación de respetar ese término sin limitarlo, pues cualquier acción tendente a hacerlo entraña 
una restricción ilegal al derecho fundamental de pedir justicia. Una interpretación del citado artículo 
21, primer párrafo, conforme con el artículo 17 constitucional, permite comprender que cuando con 
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motivo de un horario de labores fijado en circulares o acuerdos administrativos se restrinja la 
oportunidad para presentar la demanda de amparo directo, generándose la imposibilidad de 
hacerlo hasta las veinticuatro horas del día del vencimiento, la autoridad debe equilibrar o 
compensar las horas faltantes el día hábil siguiente a partir del inicio de labores, para que las 
personas tengan la oportunidad efectiva de presentar su escrito disponiendo de las veinticuatro 
horas del día del vencimiento del término. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo directo en revisión 734/2024. Plásticos Cantabria, S.A. de C.V. 26 de junio de 2024. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez 
Potisek y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Lenia Batres Guadarrama. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretaria: Yaremy Patricia Penagos Ruiz. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 108/2009 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, agosto de 2009, página 154, con número 
de registro digital: 166687. 
 
Tesis de jurisprudencia 107/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de seis de noviembre de dos mil veinticuatro.  
Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2024 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 
19 de noviembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General 
Plenario 1/2021 
 

 
 

Registro digital: 2029529 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 2a./J. 103/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
PROCEDIMIENTO DE IMPOSICIÓN DE SANCIONES EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES. LOS ARTÍCULOS 62 DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN 
POSESIÓN DE LOS PARTICULARES Y 140 A 143 DE SU REGLAMENTO, NO VIOLAN EL DERECHO DE 
ACCESO A LA JUSTICIA. 
 
Hechos: Una persona promovió amparo indirecto contra la resolución del Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, mediante la cual se negó 
a reconocerle el carácter de tercera interesada en el procedimiento de imposición de sanciones 
previsto en los artículos mencionados, y planteó su inconstitucionalidad al considerar que violan su 
derecho de acceso a la justicia, pues impiden que las personas afectadas por un deficiente 
tratamiento de su información personal participen en el referido procedimiento. 
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los 
artículos 62 de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares, y 
140 a 143 de su Reglamento, al no incluir a la persona titular de los datos personales como parte 
tercero interesada en el procedimiento de imposición de sanciones, no transgreden el principio de 
acceso a la justicia. 
 
Justificación: Si bien el procedimiento de imposición de sanciones referido tiene origen a partir de 
las presuntas infracciones advertidas en los diversos procedimientos de protección de derechos y 
de verificación, lo cierto es que ello no faculta al titular de la información personal afectado para 
participar en él, porque constituye un sumario diseñado para que el sujeto obligado corrija las 
conductas desplegadas a fin de no cometerlas en futuras ocasiones. La secuela procesal únicamente 
está conformada por el instituto, en su calidad de autoridad y el probable infractor. La imposibilidad 
de que el titular de los datos personales participe en el procedimiento sancionador no es 
inconstitucional, ya que dada su naturaleza ningún fin práctico tendría que lo haga, en tanto que en 
el procedimiento de protección de derechos, o bien, en el de verificación, la autoridad ya analizó 
y/o reconoció la existencia de alguna vulneración a sus derechos, con la cual –en términos del 
artículo 58 de la propia ley–, puede acudir ante las autoridades correspondientes para hacer valer 
sus derechos en la vía resarcitoria que proceda, pues la resolución dictada en el procedimiento de 
protección de datos o de verificación es suficiente para que ejercite y acredite su legitimidad en el 
procedimiento indemnizatorio respectivo, con independencia de lo que la autoridad llegue a 
resolver en un diverso de imposición de sanciones, es decir, si se sanciona o no al sujeto responsable. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo en revisión 180/2024. María del Pilar Vázquez Mellado Mollón. 19 de junio de 2024. Cinco 
votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, 
Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Mauricio 
Tapia Maltos. 
 
Tesis de jurisprudencia 103/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de seis de noviembre de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2024 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 
19 de noviembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General 
Plenario 1/2021 
 

 
 

Registro digital: 2029557 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: 2a./J. 113/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
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INDEMNIZACIÓN POR CAUSA DE MUERTE. EL ARTÍCULO 1915, SEGUNDO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 
CIVIL FEDERAL, NO ES REGRESIVO NI VIOLA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD, EN RELACIÓN CON 
EL DERECHO HUMANO A LA REPARACIÓN DEL DAÑO. 
 
Hechos: Varias personas promovieron amparo indirecto en el que plantearon la inconstitucionalidad 
del precepto citado, el cual prevé que para calcular la indemnización por muerte debe tomarse 
como base la Unidad de Medida y Actualización, extendiéndola al número de unidades que para 
cada una de las incapacidades se señalen en la Ley Federal del Trabajo. Consideraron que viola los 
principios de progresividad y no regresividad, en tanto que no fija una fórmula que dé como 
resultado una indemnización equivalente a la prevista en su texto anterior a la reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 19 de enero de 2018 para determinar el monto 
correspondiente por causa de muerte, esto es, a razón del cuádruplo del salario mínimo diario más 
alto que esté en vigor en la región, extendiéndola al número de días que para cada incapacidad 
señala la Ley Federal del Trabajo. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 1915, segundo párrafo, del Código Civil Federal, no es regresivo ni viola el principio de 
progresividad en relación con el derecho humano a la reparación del daño. 
 
Justificación: De la evolución legislativa del artículo 1915, se advierte que el propósito de las 
reformas posteriores a su texto original es que el daño ocasionado por un acto ilícito sea 
indemnizado a partir de bases objetivas (y no de forma discrecional por las personas juzgadoras), 
así como de manera equitativa y proporcional a los perjuicios sufridos por la víctima, o por lo menos, 
lo más próximo posible a cubrirlos de manera suficiente, pero sin llegar al extremo de afectar 
excesivamente la economía del obligado a cubrir la indemnización. El mecanismo previsto en el 
precepto referido no constituye una medida regresiva por el hecho de que en términos 
estrictamente cuantitativos, una indemnización por causa de muerte calculada por el cuádruple del 
salario mínimo vigente más alto en la región multiplicada por 5,000, sea menor numéricamente a la 
calculada a partir de una Unidad de Medida y Actualización multiplicada por 5,000 unidades. Tal 
desproporción derivó de que por virtud de la reforma al artículo 502 de la Ley Federal del Trabajo 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2012, el legislador incrementó 
el monto de la indemnización por causa de muerte de un trabajador a 5,000 días de salario, pero sin 
ajustar a su vez otras disposiciones que, como el artículo 1915, utilizaban el citado artículo 502 como 
referencia para determinar indemnizaciones ajenas al ámbito laboral o de seguridad social. La 
finalidad de la norma fue mantener la equidad y proporcionalidad en las indemnizaciones por daños 
ocasionados en virtud de un acto ilícito, y atender el artículo 123, apartado A, fracción VI, 
constitucional, que establece que el salario mínimo no puede utilizarse como índice, unidad, base, 
medida o referencia para fines ajenos a su naturaleza, lo cual implica que el Constituyente 
Permanente prohibió al legislador ordinario continuar empleándolo como referencia para el pago 
de obligaciones, entre otras, las de naturaleza civil, mercantil, fiscal y administrativa. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo en revisión 363/2024. Alejandro Rangel Zúñiga y otros. 10 de julio de 2024. Cinco votos de 
los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier 
Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán; el Ministro Laynez Potisek votó con consideraciones 
adicionales. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: José Juan Torres Tlahuizo. 
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Tesis de jurisprudencia 113/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de trece de noviembre de dos mil veinticuatro.  
Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2024 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de 
noviembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029574 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: 2a./J. 111/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
RÉGIMEN PENSIONARIO DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. LA RESTRICCIÓN PARA 
MODIFICAR O CAMBIAR LA OPCIÓN ADOPTADA, NO TRANSGREDE EL DERECHO A LA SEGURIDAD 
SOCIAL (ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY DEL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 31 DE MARZO DE 2007). 
 
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en el que planteó la inconstitucionalidad 
del precepto referido, al considerar que transgrede el derecho a la seguridad social por prever que 
la opción adoptada en cuanto a régimen pensionario (artículo décimo transitorio o acreditación de 
bonos de pensión), será definitiva, irrenunciable y no podrá modificarse. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
restricción para que los trabajadores modifiquen el régimen pensionario que en su momento 
eligieron o que se les haya asignado por no haber manifestado su elección en el plazo previsto en el 
artículo Séptimo Transitorio de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, no transgrede el derecho a la seguridad social. 
 
Justificación: Tanto el régimen de pensiones conocido como de “reparto” o de “beneficios 
definidos” con modificaciones graduales descritas en el artículo Décimo Transitorio de la citada ley, 
como el sistema de pensiones de “cuentas individuales”, introducido por ese mismo ordenamiento, 
garantizan a los trabajadores el acceso a los conceptos de seguridad social que se enlistan en el 
artículo 123, apartado B, fracción XI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Además, este último dispositivo otorga un amplio margen de configuración al legislador para 
reglamentar por medio de una ley los procedimientos, requisitos y modalidades necesarias para 
hacer efectivos los derechos sociales ahí contenidos, aunado a que el precepto constitucional en 
cuestión no impone una manera determinada o lineamiento para ejercer dicha facultad. Incluso, 
debe considerarse que la naturaleza y el esquema de financiamiento para dar sustentabilidad al 
régimen pensionario de “reparto” es distinta, e incluso incompatible con el de “cuentas 
individuales”, de conformidad con lo señalado en la exposición de motivos y los dictámenes 
legislativos que dieron origen al ordenamiento de referencia. De ahí que resulta inviable que los 
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trabajadores al servicio del Estado puedan modificar la elección o asignación del régimen 
pensionario fuera de los plazos establecidos en el artículo Séptimo Transitorio de la Ley del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo en revisión 292/2024. Édgar Ignacio Andrade Muñoz. 5 de junio de 2024. Cinco votos de los 
Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier 
Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: José Juan Torres 
Tlahuizo. 
 
Tesis de jurisprudencia 111/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de trece de noviembre de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2024 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de 
noviembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029580 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 115/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. EL DERECHO A UNA DEFENSA ADECUADA NO ES 
APLICABLE AL PROCEDIMIENTO RELATIVO EN IDÉNTICO GRADO QUE EN LA MATERIA PENAL. 
 
Hechos: Se concedió el amparo a una Jueza penal contra la resolución que la inhabilitó para 
desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público por un año. En la sentencia de 
amparo se determinó que el procedimiento relativo se sustanció sin requerirle que nombrara 
defensor especialista en la materia o, en su caso, se le designara uno de oficio, y con ello se violó su 
derecho a una defensa adecuada (artículo 20, apartado B, fracción VIII, de la Constitución Federal). 
En el recurso de revisión la autoridad responsable argumentó que desde que la quejosa fue 
emplazada al procedimiento se le hizo saber que tenía derecho de defenderse personalmente o de 
ser asistida por un defensor perito en la materia, y que de no contar con uno se le designaría de 
oficio; que la juzgadora se acogió tácitamente a la primera hipótesis y que, además, no 
necesariamente debió ser asistida por un profesional en derecho. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
derecho a una defensa adecuada no es aplicable a los procedimientos de responsabilidades 
administrativas en idéntico grado que en la materia penal. 
 
Justificación: El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el derecho 
administrativo sancionador es una manifestación del poder punitivo del Estado, y que para la 



9 
 

construcción de sus principios rectores es válido acudir a los aplicables en materia penal. También 
ha señalado que ello debe realizarse de manera prudente, haciendo los ajustes necesarios para 
lograr su compatibilidad con el procedimiento específico de que se trate. La exigencia de una 
defensa técnica real y efectiva prevista para el proceso penal no puede trasladarse al procedimiento 
de responsabilidades administrativas, a pesar de que sea un procedimiento sancionador, pues el 
primero no se corresponde con las características del segundo, ya que en el proceso penal las 
personas investigadas por la posible comisión de alguna conducta delictiva pueden estar privadas 
de la libertad, por lo que requieren obligatoriamente de asesoría técnica ante su potencial situación 
de cautiverio. A diferencia de lo anterior, los valores jurídicos que el presunto responsable en un 
procedimiento administrativo sancionador defiende no tienen el impacto de los involucrados en el 
proceso penal, porque las sanciones previstas no involucran la pérdida de la libertad. Por lo tanto, 
la defensa técnica, al grado previsto para la materia penal, no es imprescindible en procedimientos 
de responsabilidades administrativas. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo en revisión 447/2024. Juana Dávila Flores. 18 de septiembre de 2024. Cinco votos de los 
Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier 
Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán; Luis María Aguilar Morales se apartó de las consideraciones 
contenidas en el párrafo 54 de la sentencia. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Kathia 
González Flores. 
 
Tesis de jurisprudencia 115/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de trece de noviembre de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2024 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de 
noviembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029549 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 101/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
BLOQUEO FINANCIERO DE PERSONAS. LA EXPRESIÓN “PETICIÓN EXPRESA” SE REFIERE A LA 
SOLICITUD PRESENTADA POR UNA AUTORIDAD EXTRANJERA EN LA QUE REQUIERE DE FORMA 
MANIFIESTA LA IMPLEMENTACIÓN DE ESA MEDIDA. 
 
Hechos: Los órganos colegiados contendientes se pronunciaron en relación con el alcance que se 
debe otorgar a la expresión "solicitud expresa" a la que supuestamente hace referencia la 
jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.), a fin de decretar el bloqueo de sujetos investigados. Así, uno 
de ellos sostuvo que esa petición debe ser considerada en un contexto de asistencia jurídica y de 
cooperación internacional, de ahí que cualquier solicitud en ese sentido involucra la realización de 
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todos aquellos actos tendientes al éxito de la investigación entre los que se incluye el referido 
bloqueo; mientras que el otro resolvió que la "petición expresa" debe ser clara, contundente e 
indubitable y no una mera posibilidad de realizar el bloqueo respectivo. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
expresión "petición expresa", que justifica válidamente el despliegue de las facultades de bloqueo 
de la Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, se refiere a 
la solicitud presentada por una autoridad extranjera en la que requiere de forma manifiesta la 
implementación del bloqueo financiero de personas. 
 
Justificación: La expresión "petición expresa" no implica la exigencia de un formulismo especial para 
plantear la solicitud, sino que se refiere a la solicitud presentada por una autoridad extranjera en la 
que requiere de forma manifiesta la implementación del bloqueo financiero de personas. Ello es así, 
toda vez que, así como la obligación de implementar ese tipo de medida (bloqueo) debe encontrarse 
establecida de manera expresa en un tratado internacional, pues ello es lo que permite plantear la 
asistencia respectiva en razón de un compromiso mutuo, de igual forma la solicitud debe contener 
de manera indubitable las acciones o medidas que el Estado requirente desea que efectúe el Estado 
requerido. En tales condiciones, en relación con el supuesto excepcional establecido en la 
jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.), para que se justifique válidamente el despliegue de las 
facultades de bloqueo financiero de personas de la Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, la solicitud presentada por una autoridad extranjera debe contener, 
de manera manifiesta, la petición de que se efectúe esa medida, pues tal aspecto es necesario para 
brindar seguridad jurídica del motivo que genera su implementación por parte de esa autoridad 
administrativa. 
 
SEGUNDA SALA. 
Contradicción de criterios 268/2023. Entre los sustentados por el Pleno del Decimonoveno Circuito 
y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito. 9 de octubre de 2024. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. 
Disidentes: Yasmín Esquivel Mossa y Lenia Batres Guadarrama; la Ministra Yasmín Esquivel Mossa 
manifestó que formularía voto particular; el Ministro Luis María Aguilar Morales manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Oscar Vázquez Moreno y 
Fabián Gutiérrez Sánchez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Pleno del Decimonoveno Circuito, al resolver la contradicción de criterios 3/2022, la cual dio 
origen a la tesis de jurisprudencia PC.XIX. J/4 A (11a.), de rubro: "LA COMUNICACIÓN QUE REALIZA 
EL DEPARTAMENTO DE JUSTICIA DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA POR MEDIO DE LA CUAL 
SOLICITA A LA UNIDAD DE INTELIGENCIA FINANCIERA LA POSIBILIDAD DE REALIZAR EL BLOQUEO DE 
CUENTAS BANCARIAS DE PERSONAS PRESUNTAMENTE INVOLUCRADAS EN LA REALIZACIÓN DE 
CONDUCTAS CRIMINALES RELACIONADAS CON EL LAVADO DE ACTIVOS, CONSTITUYE UNA 
SOLICITUD EXPRESA SUFICIENTE PARA REALIZAR EL BLOQUEO E INMOVILIZACIÓN DE LAS MISMAS 
EN TÉRMINOS DEL NUMERAL 115 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 30 de junio de 2023 a las 10:36 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo VI, junio de 2023, página 
6218, con número de registro digital: 2026815, y 
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, al resolver el incidente 
de suspensión (revisión) 119/2020. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.), de rubro: "ACTOS, OPERACIONES O SERVICIOS 
BANCARIOS. SU BLOQUEO ES CONSTITUCIONAL CUANDO SE REALIZA PARA CUMPLIR 
COMPROMISOS INTERNACIONALES (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 115 DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO)." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 18 de mayo de 2018 a las 10:23 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 54, Tomo II, mayo de 2018, página 1270, con número de registro 
digital: 2016903. 
 
Tesis de jurisprudencia 101/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de treinta de octubre de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2024 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de 
noviembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029565 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 2a. VII/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 
 
PRESUNCIÓN DE TRANSMISIÓN INDEBIDA DEL DERECHO A DISMINUIR PÉRDIDAS FISCALES. EL 
ARTÍCULO 69-B BIS DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. 
 
Hechos: Una persona moral promovió amparo indirecto contra el precepto al considerar que 
desconoce el derecho adquirido para amortizar pérdidas fiscales, en tanto establece la posibilidad 
de que la autoridad hacendaria presuma que la transmisión de dichas pérdidas es indebida bajo 
determinados supuestos. El Juzgado de Distrito negó el amparo; se interpuso recurso de revisión y 
el Tribunal Colegiado de Circuito remitió el asunto a la Suprema Corte para que realizara el análisis 
de constitucionalidad. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 69-B Bis del Código Fiscal de la Federación, no viola el principio de irretroactividad de la ley. 
 
Justificación: El artículo no prohíbe a las personas contribuyentes amortizar sus pérdidas fiscales, 
pues sólo busca combatir su indebida transmisión (la que ocurre sin una razón de negocio u 
operativa, y con el único propósito de obtener una ventaja fiscal). La norma no se encamina a afectar 
o modificar situaciones previas a su entrada en vigor, pues sólo establece un procedimiento que 
permite a la autoridad hacendaria presumir la indebida transmisión de pérdidas fiscales pendientes 
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de disminuir y, con ello, en su caso, la improcedencia de su amortización en ejercicios posteriores 
para quien bajo esas circunstancias las recibió. Si bien el derecho a disminuir dichas pérdidas pudo 
generarse antes de la entrada en vigor de la norma, ello no significa que el procedimiento contenido 
en el artículo 69-B Bis del Código Fiscal de la Federación incida o tenga efectos hacia el pasado, 
porque sólo se establece la facultad de la autoridad para presumir que se transmite indebidamente 
ese derecho a otra persona, y esa presunción opera respecto de acontecimientos ocurridos a partir 
del inicio de su vigencia. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo en revisión 361/2024. Operadora Autopistas Nacionales Equivent, S.A. de C.V. 14 de agosto 
de 2024. Mayoría de tres votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales 
y Alberto Pérez Dayán; Luis María Aguilar Morales votó en contra de algunas consideraciones. 
Ausente: Lenia Batres Guadarrama. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2024 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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